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Figueroa Cabán, Juez Ponente 

 

 

RESOLUCIÓN 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 27 de enero de 2020. 

 Comparece Rico Suntours, Inc., en adelante RST o 

la peticionaria, y solicita que revoquemos una 

Resolución emitida por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de Bayamón, en adelante TPI, mediante 

la cual declinó resolver el pleito por la vía sumaria.  

Por los fundamentos que expondremos a 

continuación, se deniega la expedición del auto de 

certiorari. 

-I- 

 Surge de los autos originales que la Sra. Sonia 

López Burgos, en adelante la señora López o la 

recurrida, presentó una Demanda sobre despido 

injustificado al amparo de la Ley Núm. 115 de 20 de 

diciembre de 1991, en adelante Ley Núm. 115-1991, y la 

Ley Núm. 2 de 17 de octubre de 1961, en adelante Ley 

Núm. 2-1961. En esencia, alegó que había sido 

despedida injustificadamente por iniciar una 

investigación sobre alegadas quejas de hostigamiento 
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sexual contra el Sr. José Rodríguez, presidente de 

RST. 

 Por su parte, RST contestó la demanda y arguyó, 

en síntesis, que la señora López fue despedida por 

ausencias, tardanzas excesivas y faltas en su 

desempeño en el departamento de recursos humanos. En 

consecuencia, sostuvo que el despido fue justificado. 

Así las cosas, la peticionaria presentó una Moción 

de Sentencia Sumaria en la que señaló que es 

improcedente la acción presentada, ya que hubo un 

acuerdo transaccional válido con el fin de transigir y 

resolver en su totalidad el caso de autos. Sostiene 

que, aún si se determinara la inexistencia de dicho 

acuerdo, procede la desestimación por la vía sumaria 

porque la recurrida no demostró prima facie 

represalias al amparo de la Ley Núm. 115-1991.  

Oportunamente, la señora López se opuso y arguyó 

que RST no probó la alegada inexistencia de hechos 

incontrovertidos y en cambio solicitó que se 

adjudicara el pleito a su favor.  

Evaluados los escritos de las partes, el TPI 

emitió una Resolución en la que denegó la adjudicación 

del pleito por la vía sumaria. Distinguió los hechos 

incontrovertidos de los que encontró en controversia y 

ordenó la continuación de los procedimientos.  

Inconforme, RST solicitó reconsideración, que fue 

denegada por el TPI. 

Insatisfecha con dicha determinación, la 

peticionaria presentó una Petición de Certiorari en la 

que alega que el TPI cometió los siguientes errores: 

Erró el Tribunal de Primera Instancia al 

rechazar o no determinar que entre las 

partes medió un acuerdo transaccional que 
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tiene el efecto de cosa juzgada sobre las 

alegaciones del presente litigio. 

 

Erró el Tribunal de Primera Instancia al 

determinar que existían hechos en 

controversia, a pesar de que la parte 

recurrida no rebatió los hechos sometidos 

con la “Moción de Sentencia Sumaria” 

conforme a las exigencias de la Regla 

36.3 de Procedimiento Civil. 

 

Erró el Tribunal de Primera Instancia al 

denegar la “Moción de Sentencia Sumaria”. 

 

Erró el Tribunal de Primera Instancia al 

no resolver las controversias legales a 

base de los hechos que debió haber 

encontrado probados. 

 

La señora López no presentó su alegato en 

oposición a la expedición del auto en el término que 

establece el Reglamento del Tribunal de Apelaciones. 

En consideración a lo anterior, damos el recurso por 

perfeccionado y, en consecuencia, listo para 

adjudicación final.  

Luego de revisar los autos originales y los 

documentos que obran en autos, estamos en posición de 

resolver. 

-II- 

A. 

El auto de certiorari es el vehículo procesal 

extraordinario utilizado para que un tribunal de mayor 

jerarquía pueda corregir un error de derecho cometido 

por un tribunal inferior.1 Distinto al recurso de 

apelación, el tribunal de superior jerarquía tiene la 

facultad de expedir el auto de certiorari de manera 

discrecional, por tratarse de ordinario de asuntos 

interlocutorios. Sin embargo, nuestra discreción debe 

 
1 Medina Nazario v. McNeil Healthcare LLC, 194 DPR 723, 728-729 

(2016); García v. Padró, 165 DPR 324, 334 (2005); Pueblo v. Colón 

Mendoza, 149 DPR 630, 637 (1999). 
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ejercerse dentro de un parámetro de razonabilidad, que 

procure siempre lograr una solución justiciera.2  

Por su parte, la Regla 40 del Reglamento de este 

Tribunal establece los criterios que debemos tomar en 

consideración al atender una solicitud de expedición 

de un auto de certiorari. Sobre el particular dispone: 

El Tribunal tomará en consideración los 

siguientes criterios al determinar la 

expedición de un auto de certiorari o de 

una orden de mostrar causa: 

 

A. Si el remedio y la disposición de la 

decisión recurrida, a diferencia de 

sus fundamentos, son contrarios a 

derecho. 

 

B. Si la situación de hechos planteada 

es la más indicada para el análisis 

del problema. 

 

C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad 

o error craso y manifiesto en la 

apreciación de la prueba por el 

Tribunal de Primera Instancia. 

 

D. Si el asunto planteado exige 

consideración más detenida a la luz 

de los autos originales, los cuales 

deberán ser elevados, o de alegatos 

más elaborados. 

 

E. Si la etapa del procedimiento en que 

se presenta el caso es la más 

propicia para su consideración. 

 

F. Si la expedición del auto o de la 

orden de mostrar causa no causan un 

fraccionamiento indebido del pleito y 

una dilación indeseable en la 

solución final del litigio. 

 

G. Si la expedición del auto o de la 

orden de mostrar causa evita un 

fracaso de la justicia.3  

 

B. 

La sentencia sumaria es un mecanismo procesal 

extraordinario y discrecional, que tiene el propósito 

de facilitar la solución justa y rápida de los 

 
2 Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 98 (2008); 

Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001). 
3 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40. 
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litigios y casos civiles que no presenten 

controversias genuinas de hechos materiales y que, por 

lo tanto, no ameritan la celebración de una vista en 

su fondo.4 Se trata de un mecanismo para aligerar la 

tramitación de un caso, cuando de los documentos que 

acompañan la solicitud surge que no existe disputa 

sobre algún hecho material y lo que procede es la 

aplicación del derecho.5 

En Meléndez González, et als. v. M. Cuebas, Inc. 

y Bohío Int., Corp., supra, el Tribunal Supremo de 

Puerto Rico estableció el estándar específico que debe 

utilizar el Tribunal de Apelaciones para revisar una 

sentencia sumaria, a saber: 

Primero, reafirmamos lo que 

establecimos en Vera v. Dr. Bravo, supra, 

a saber: el Tribunal de Apelaciones se 

encuentra en la misma posición del 

Tribunal de Primera Instancia al momento 

de revisar Solicitudes de Sentencia 

Sumaria. En ese sentido, está regido por 

la Regla 36 de Procedimiento Civil, 

supra, y aplicará los mismos criterios 

que esa regla y la jurisprudencia le 

exigen al foro primario. Obviamente, el 

foro apelativo intermedio estará limitado 

en el sentido de que no puede tomar en 

consideración evidencia que las partes no 

presentaron ante el Tribunal de Primera 

Instancia y no puede adjudicar los hechos 

materiales en controversia, ya que ello 

le compete al foro primario luego de 

celebrado un juicio en su fondo. La 

revisión del Tribunal de Apelaciones es 

una de novo y debe examinar el expediente 

de la manera más favorable a favor de la 

parte que se opuso a la Moción de 

Sentencia Sumaria en el foro primario, 

llevando a cabo todas las inferencias 

permisibles a su favor.  

 

Segundo, por estar en la misma 

posición que el foro primario, el 

Tribunal de Apelaciones debe revisar que 

tanto la Moción de Sentencia Sumaria como 

su Oposición cumplan con los requisitos 

de forma codificados en la Regla 36 de 

Procedimiento Civil, supra, y discutidos 

 
4 Ramos Pérez v. Univisión de P.R., 178 DPR 200, 213 (2010); Reyes 

Sánchez v. Eaton Electrical, 189 DPR 586, 594 (2013). 
5 Ramos Pérez v. Univisión de P.R., supra, pág. 214. 
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en SLG Zapata-Rivera v. JF Montalvo, 

supra. 

 

Tercero, en el caso de revisión de una 

Sentencia dictada sumariamente, el 

Tribunal de Apelaciones debe revisar si 

en realidad existen hechos materiales en 

controversia. De haberlos, el foro 

apelativo intermedio tiene que cumplir 

con la exigencia de la Regla 36.4 de 

Procedimiento Civil y debe exponer 

concretamente cuáles hechos materiales 

encontró que están en controversia y 

cuáles están incontrovertidos. Esta 

determinación puede hacerse en la 

Sentencia que disponga del caso y puede 

hacer referencia al listado numerado de 

hechos incontrovertidos que emitió el 

foro primario en su Sentencia. 

 

Cuarto, y por último, de encontrar que 

los hechos materiales realmente están 

incontrovertidos, el foro apelativo 

intermedio procederá entonces a revisar 

de novo si el Tribunal de Primera 

Instancia aplicó correctamente el Derecho 

a la controversia.6 

 

-III- 

En esencia, RST alega que erró el TPI al concluir 

que existe controversia de hechos en el caso de autos. 

En su opinión, hubo un acuerdo transaccional que la 

relevó de cualquier responsabilidad hacia la señora 

López relacionada con su empleo. Sostiene además, que 

aun de no haberse configurado el acuerdo 

transaccional, correspondía desestimar sumariamente la 

causa de acción porque la recurrida no mostró prima 

facie su causa de acción al amparo de la Ley de 

represalias. Añade que la razón del despido fue 

legítima, no discriminatoria. 

Luego de revisar de novo los autos originales de 

la manera más favorable a la recurrida, concluimos que 

la Resolución es correcta en derecho y no amerita 

nuestra intervención.7   

 
6 193 DPR 100, 118-119 (2015). (Énfasis en el original). 
7 Regla 40 (A) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA 

Ap. XXII-B, R. 40 (A). 
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Del examen de la Moción de Sentencia Sumaria, con 

sus anejos, de las réplicas de la señora López, del 

Informe Preliminar de Conferencia con Antelación al 

Juicio y del Informe Enmendado de Conferencia con 

Antelación al Juicio, coincidimos con el TPI en que 

los hechos 1-52 de la Resolución no están en 

controversia. En cambio, los hechos 1-22 de la 

Resolución están en controversia. Estos últimos 

presentan interrogantes que el TPI debe dilucidar en 

el juicio vivo para resolver las controversias 

centrales del litigio, a saber: si hubo represalias o 

si, por el contrario, el despido fue justificado.8   

Finalmente, no se configura ninguna circunstancia, 

al amparo de la Regla 40 de nuestro Reglamento, que 

justifique la expedición del auto.  

-IV- 

Por los fundamentos previamente expuestos, se 

deniega la expedición del auto de certiorari.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

        Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

        Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

 

 

 
8 Apéndice de la peticionaria, págs. 311-315. Debemos añadir, que 

en esta etapa de los procedimientos, no se ha establecido la 

existencia de un contrato de transacción. Por el contrario, 

parece, que de haberse perfeccionado un contrato de transacción, 

este se extiende solamente a la reclamación de la mesada, asunto 

que no es objeto del pleito de epígrafe. Exhibits XIX, XX y XXI 

de la Moción de Sentencia Sumaria. Negrón Vélez v. ACT, 196 DPR 

489, 505-506 (2016). (los contratos de transacción deben 

interpretarse restrictivamente). Véase además, Demeter Int´l v. 

Srio. Hacienda, 199 DPR 706, 731 (2018).  


